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I. Introducción
El discurso jurídico si bien inicialmente constituido por norma, requiere, en segundo plano, de interpretaciones técnicas acerca de las mismas. Máxime cuando los términos que las componen adolecen de cierta anemia semántica. Los operadores jurídicos y entre ellos sin lugar a duda, cobra vital importancia la labor de los jueces, deben incorporarle sentido a esas expresiones. En dicha tarea deben valorarse, tanto los antecedentes del caso, como los la doctrina y la jurisprudencia, ello a los fines de arribar a soluciones justas.
Estimamos importante realizar un breve repaso por los criterios sustentados por la jurisprudencia entorno al artículo 30 de la ley de contrato trabajo, en lo referente a la contratación y a la subcontratación de tareas normales y específicas, para luego realizar unas breves conclusiones acerca de esta problemática en la actualidad.
II.  La Problemática entorno a la contratación y subcontratación
Las transformaciones producidas en el modelo de organización de la empresa trajeron aparejada una mayor utilización de la contratación y subcontratación, pues las empresas comenzaron a desprenderse de parte de las actividades que antes realizaban en su propio establecimiento, así como a fraccionar el proceso productivo, realizando sólo una parte del mismo. Estos fenómenos se conocen como tercerización y segmentación respectivamente
.
Esta delegación, que encuentra justificación en razones de especialización, complejidad, estrategia o simple conveniencia, ha dado lugar a las figuras del contratista y subcontratista
. 
Como sostiene Krotoschin, es contratista quien, disponiendo de elementos propios de trabajo y cierta solvencia económica, presta servicios o realiza obras para otro por su cuenta, dependiendo su calificación de criterios económicos y sociológicos más que jurídicos
.
Fernández Madrid enseña que, en algunos casos, el empresario, respondiendo a necesidades de su propia organización contrata obras o servicios con un tercero que posee su propio personal  y que permanece ajeno a la empresa y trata con él en forma directa. En este supuesto, los trabajadores se insertan en otra organización autónoma (la del contratista) que realiza la obra encomendada con medios propios. El contratista puede realizar obras sin relación directa con la actividad del empresario principal, complementarla o constituirse en el medio para que se valga dicho empresario para la explotación de su industria
.

Con relación a la subcontratación se pueden diferenciar dos posiciones, la tesis restringida exige la existencia de un contrato y en cambio la amplia asimila la subcontratación a la descentralización productiva, por lo que entrarían dentro de la figura todos los supuestos en los cuales una empresa externaliza parte de su actividad en otras, que se valen de la prestación de servicios de personal dependiente para el cumplimiento de la labor encomendada
.

De acuerdo al artículo 30 de la LCT, quedan circunscriptos dentro del ámbito de la solidaridad establecida por la norma, trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y específica propia del establecimiento dentro o fuera de su ámbito. 

El debate  se ha suscitado desde la entrada en vigencia de la ley 21297 con relación al significado la de expresión “actividad normal y específica propia del establecimiento…”  encontrándose dos criterios que podrían calificarse de amplio y restringido a los efectos se hacer extensiva la solidaridad interempresaria.
El criterio amplio, propone una interpretación abarcativa no sólo de la actividad principal sino también de las accesorias y secundarias.

Fernández Madrid adhiere a esta línea de opinión al postular “que por actividad normal y específica debe entenderse toda aquella que haga posible el cumplimiento de la empresa y que puede ser relativa tanto al núcleo del giro empresario (por ejemplo, fabricación de cubiertas en una fábrica de cubiertas), como a los trabajos que coadyuvan al cumplimiento del objetivo correspondiente, pues empresa es todo y no puede ser fraccionada en partes a efectos de establecer la posible existencia de responsabilidad solidaria”
.
Ferreirós entiende que la expresión utilizada por el legislador en el art. 30 no hace referencia a que un empresario debe responder por los contratos de trabajo que se celebren las otras empresas con quienes establece contratos comerciales,  pero si está indicando en una interpretación teleológica que quedan aprehendidas por la regla, tareas que a primera vista parecen accesorias, pero que en realidad son engranajes imprescindibles para la obtención del objeto empresario
.
El criterio restrictivo, postula una interpretación estricta, entendiendo que sólo deben incluirse aquellos trabajos o servicios que están íntimamente relacionados con la actividad de la empresa, y que no se pueden escindir de la misma sin alterar el proceso productivo, con exclusión de aquellos que resultan secundarios o accesorios. En esta línea argumental se encuentra el pensamiento de Guibourg, quien remarca la importancia de la reforma introducida por la ley 21.297 para concluir que en principio se encuentran excluidas las actividades accesorias
.
Hierrezuelo y Nuñez expresan que el Tribunal español, atento que el art. 42 del ET está redactado en términos similares a nuestro art. 30 de la LCT y se dieron posturas similares a las de nuestro país. Tuvo oportunidad de unificar la doctrina, oscilando la cuestión entre dos posiciones que atendían a lo ‘indispensable’ y a lo ‘inherente’. Lo indispensable (postura amplia) permitía integrar al concepto todas aquellas actividades propias del proceso productivo. El tribunal Supremo, en una sentencia del 24 de noviembre 1998, resolvió inclinarse por la segunda posición declarando que:

“Si se exige que las obras y servicios que se contratan o subcontratan deben corresponder a la propia actividad empresarial del comitente, es porque el legislador está pensando en una limitación razonable que excluya una interpretación favorable a cualquier clase de actividad empresarial y que la interpretación amplia anula el efecto del mandato del art. 42 del Estatuto de Trabajadores que no puede tener otra finalidad que reducir los supuestos de responsabilidad del empresario.”

III. Posiciones en la jurisprudencia
III.a. Corte Suprema de Justicia de la Nación
La Corte suprema de Justicia de la Nación a partir del fallo “Rodríguez, Juan R. c. Embotelladora Argentina S.A.”
. Adopto el criterio restrictivo, así, circunscribiendo el ámbito de acción del artículo 30 expresó: 

“Que el mismo contempla supuestos distintos de los que son materia de recurso. La norma comprende las hipótesis en que un empresario encomienda a un tercero la realización de aspectos o facetas de la misma actividad que desarrolla en su establecimiento. Son supuestos en los que se contratan prestaciones que completan o complementan la actividad del propio establecimiento, esto es, ‘la unidad técnica de ejecución destinada al logro de los fines de la empresa a través de una o más explotaciones’ (art. 6°, ley de contrato de trabajo)”.
“Que no corresponde la aplicación del art. 30 de la ley de contrato de trabajo toda vez que un empresario suministre a otro un producto determinado, desligándose expresamente de su ulterior procesamiento, elaboración y distribución. Este efecto se logra en la práctica comercial por contratos de concesión, distribución, franquicia y otros que permiten a los fabricantes o, en su caso, a los concedentes de una franquicia comercial, vincularse exclusivamente con una empresa determinada sin contraer riesgo crediticio alguno por las actividades de esta última, que actúa en nombre propio y a su riesgo. Esta finalidad económica de la referida contratación comercial se frustraría si el derecho aplicable responsabilizara sin más a los concedentes por las deudas laborales de las concesionarias, con perjuicio para la economía nacional por las indudables repercusiones que ello tendría en las inversiones, en contratos de este tipo…”. 
Podetti sintetiza las pautas interpretativas del fallo “Rodríguez” en los siguientes: 
1. Escrutinio de los recaudos legales que condicionan obligaciones de garantía.

2. Inaplicabilidad del dispositivo cuando un empresario suministre a otro un producto determinado, desligándose expresamente de su ulterior procesamiento, elaboración y distribución.

3. Exclusión de los contratos de concesión, distribución, franquicia y afines.

4. Garantía Plena de los derechos del trabajador si mediare fraude laboral.

5. Valoración de la actividad real del establecimiento y no del objeto social de la empresa.

7. Subordinar la solidaridad a que se trate de servicios contratados o subcontratados que complementen o completen la actividad normal de la empresa y a la existencia de una unidad técnica de ejecución entre las empresas contratantes
. 

En “Luna, Antonio R. c. Agencia Marítima Rigel S.A. y otros”

Reiterando lo manifestado en el precedente, expresó el cimero tribunal que, “Habida cuenta que la tutela de los créditos laborales constituye una de las derivaciones del principio protectorio, el intérprete debe extremar su cautela frente a las hipótesis de insolvencia o fraude; pero no a riesgo de poner en tela de juicio otros derechos también garantizados constitucionalmente…”

“Conforme con el art. 30 LCT…se persigue evitar la interposición de ‘hombres de paja’ entre un trabajador y su verdadero empleador y realizar los fines del ordenamiento laboral y del sistema de seguridad social”

Y asimismo “… cabe agregar a esta distinción entre empresa y establecimiento, que debe tenerse en cuenta que la regulación legal no implica que todo empresario deba responder por las relaciones laborales que tengan todos aquellos empresarios con quienes establece contratos que hacen a la cadena de comercialización o producción _ya se trate de bienes o servicios_, máxime frente a la gran variedad de contratos que se generan actualmente en el seno de las relaciones interempresariales y el vasto campo comercial de relaciones que así se manifiestan.” 
Termina expresando que “colegir que aquellas coincidencias _corrientes que participan en el desenvolvimiento de un proceso comercial que se desarrolla en diversas fases complementarias_ que se ha configurado en este caso una hipótesis de la prestación por un tercero de una ‘actividad normal y específica propia del establecimiento’, en los términos del art. 30 de la LCT, generadora de solidaridad por cesión total o parcial, es extender desmesuradamente el ámbito de aplicación de la norma de un modo que su texto no consiente, desnaturalizando su contenido al asignarle un significado que excede inaceptablemente sus fines, y que por eso debe ser descartado”.
En “Gauna, Tolentino y otros c. Agencia Marítima Rigel S.A.y Nidera Argentina S.A. y otros”

“No se está ante la prestación por un tercero de una actividad normal y específica propia del establecimiento (art. 30 LCT), si la actividad de una de las empresas codemandada está destinada a la carga y otra a la exportación de granos mediante la utilización de diferentes buques y por determinados períodos, y los demandantes eran dependientes de la primera de ellas, sin vinculación laboral con la segunda, no habiéndose probado ni alegado que exista relación entre las codemandadas…” 
Por su parte en “Sandoval, Daniel Orlando y otro c. Compañía Embotelladora Argentina S.A. y otros”

“Si una empresa provee a otras del concentrado base para la elaboración de otro producto, no es posible colegir que, por la participación en el desenvolvimiento en el proceso comercial se haya configurado una hipótesis de la prestación por un tercero de una ‘una actividad normal y específica propia del establecimiento’ en los términos del art. 30 LCT., generadora de solidaridad por cesión total o parcial”.

En la misma línea “Vuoto, Vicente y otro c. Compañía Embotelladora Argentina S.A. y otros”.

Y en “Escudero, Segundo R. y otros c. Nueve A S.A. y otro”
  en donde se había extendido la responsabilidad solidaria a la Sociedad Rural Argentina, expresó, “Si la actividad de una entidad consiste, básicamente, en la defensa, fomento y promoción de todo lo concerniente al patrimonio agropecuario del país, mientras que la de la principal se orienta a la prestación de servicios gastronómicos tanto en la exposición agropecuaria como allende a su transcurso y, aún, en beneficio de terceros extraños a la persona codemandada, ello desautoriza _prima facie_ a colegir se haya configurado una hipótesis de prestación por un tercero de una “actividad normal y específica propia del establecimiento…” 
Por último en  “Fernández, Juan R. c.Buenos Aires Magic S.R.L y otros” del 19 de noviembre de 2002.
“La asignación de responsabilidad solidaria no ha sido establecida por la ley de Contrato de Trabajo, sin más requisito que la noción de que algunas actividades resulten coadyuvantes o necesarias para el desenvolvimiento de la empresa”

Y, “Corresponde dejar sin efecto la sentencia que estableció la responsabilidad solidaria (art. 30 LCT) de la institución deportiva con la contratista de la venta de bebidas durante los espectáculos”.

Finalmente la Corte destacó que “la amplitud de las pautas suministradas por la a quo, donde la alzada igualmente hacía hincapié en la integración habitual y permanente de actividades accesorias o secundarias soslaya la apreciación rigurosa de los presupuestos del art. 30 de la LCT y el escrutinio estricto de los recaudos legales que condicionan la obligación de garantía de un tercero…”
III.b. Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo
En la Cámara Nacional no se ha mantenido un criterio uniforme en lo concerniente al presente tema. Ello en base a los diferentes criterios adoptados por las Salas y asimismo a que los criterios varían según las diversas actividades en las que se opte por la contratación, tercerización o fragmentación.
Los debates se han centrado especialmente en las actividades relacionadas con la limpieza, vigilancia y gastronomía, entre otros. Por ser generalmente externalizadas por la parte empresaria.
III.b.1. Limpieza
“Las tareas de limpieza son accesorias y conceptualmente escindibles de la actividad de fabricación de margarinas, emulsiones y levaduras para alimentos, desarrolladas por la demandada. Así no corresponde aplicar la solidaridad consagrada en el art. 30 de la LCT para la actividad secundaria, aunque haga a la actividad permanente y habitual del establecimiento.”

“La limpieza no es un servicio que complete o complemente la actividad normal de un supermercado. Toda norma o interpretación que obligue al pago de una deuda en principio ajena adolece de una fuerte presunción de inconstitucionalidad por agraviar la intangibilidad del patrimonio. Si bien las tareas de limpieza pueden considerarse normales en cualquier establecimiento, no pueden calificarse como específica propia a los efectos de habilitar la responsabilidad solidaria prevista en el art. 30 de la LCT, cuando resulta escindible del objeto de la empresa”
.
“Si no se ha probado que las labores de limpieza figuren entre las actividades propias y específicas de la empresa, no corresponde hacerla solidaria en los términos del art. 30 LCT.”

“Cabe atribuir responsabilidad solidaria _ en los términos del art. 30 de la ley 20.744_ al centro médico asistencial por el despido de un trabajador de limpieza dependiente de un subcontratista, pues dicha actividad constituye una actividad integrante de la unidad técnica de la empresa, ya que no es concebible su funcionamiento sin una adecuada higiene de sus instalaciones, aún cuando haya sido encomendada a terceros.”

“La limpieza ordinaria de las instalaciones de un club participan necesariamente de las funciones de la entidad, ya que sin limpieza no puede concebirse siquiera que el objeto social de la institución pueda cumplirse eficientemente. Es conveniente destacar que no sólo se trata de un servicio imprescindible que se cumple de manera permanente, sino que también se efectúa por personal que trabaja dentro de ámbitos físicos del establecimiento. Por otra parte, la finalidad de la ley es evitar que por vía de delegación, el empleador reduzca su débito frente al trabajador, sin perjuicio de reclamar al contratista a fin de que resarza el perjuicio sufrido.”

“Un importante supermercado, de la envergadura de los que explota la recurrente dedicado a la venta entre otros de productos alimenticios, lo que es público y notorio, no se puede prescindir en modo alguno de la limpieza en forma continua, motivo por el cual la misma constituye una actividad normal y específica del establecimiento que posibilita el cumplimiento de su finalidad empresaria; esto es la confiabilidad de los productos provenientes de un lugar adecuadamente limpio e higiénico…”

“La limpieza en una planta que se dedica a la fabricación de golosinas destinadas a ser ingeridas es indispensable para el cumplimiento de los fines de la misma y por lo tanto, debe considerarse solidariamente responsable en los términos del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo.”

“Los trabajos realizados por el trabajador en la sede de la codemandada Ferrocarriles a través de una empresa dedicada a tales actividades, no pueden identificarse con los correspondientes a la actividad normal y específica de su establecimiento.” 

“Los servicios de limpieza no constituyen actividad normal y específica propia del establecimiento dedicado a la comercialización de productos (supermercado)”

“Las tareas de limpieza complementan y son inescindibles de la actividad de la actividad típica que corresponde al objeto principal de la demandada _supermercado_, pues se trata de un servicio imprescindible para el normal desempeño de la comercialización…”

“Las tareas de limpieza complementan o completan la actividad de un establecimiento que se dedica a la fabricación y elaboración de productos alimenticios”

De la síntesis de fallos reseñada podemos comprobar que casi con unanimidad, se opta por considerar a la limpieza como actividad normal y específica del establecimiento, dado que si bien se las considera accesorias o complementaria resulta necesaria para el normal desarrollo de las actividades principales.-
III.b.2. Vigilancia
“Sin perjuicio de la utilidad y seguridad que pueden brindar a los clubs de fútbol las tareas de vigilancia que desarrollan empresas contratadas a tal efecto, las mismas no se encuentran comprendidas en el objetivo de dichos establecimientos y por ello no corresponde aplicar la solidaridad del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo”.

“Si las tareas de vigilancia se limitaban a un control general del establecimiento y no a una guardia activa sobre la mercadería expuesta al público y control de los clientes, se colige que la actividad de la demandada se podía llevar a cabo sin dicha vigilancia, por lo que la actividad puede ser normal y ordinaria pero escindible de la actividad comercial específica desarrollada por el contratista.”

“El servicio de seguridad y vigilancia contratado para custodiar el reparto de correspondencia constituye una típica actividad accesoria y conceptualmente escindible, ya que no conforma una unidad técnica de ejecución con su contratista pues, de hecho, podría no prestarse y no afectaría el funcionamiento esencial del establecimiento, lo que lleva a desestimar la aplicación del art. 30 de la ley de Contrato deTrabajo.”

“Las labores de vigilancia se encuentran integradas y coadyuvan al objetivo finadle la actividad normal y específica de los bancos, lo que torna operativa la solidaridad prevista por el art. 30 LCT”

“Si bien la vigilancia puede considerarse normal en una empresa telefónica, en cambio, no se puede calificar como ‘específia propia’”

“En una empresa cuya actividad principal es la telefonía celular, la tarea de vigilancia es secundaría y accesoria, sin que integre su objeto principal ni sea complemento imprescindible para su giro comercial”

“No resulta concebible que una empresa que se dedica al negocio bursátil pueda cumplir su objetivo sin custodia alguna, sobre todo teniendo en cuenta la constante y permanente existencia de títulos y valores de toda clase, casi asimilable a la operatoria de una entidad bancaria. De tal modo, tanto la empresa de vigilancia como la bursátil son solidariamente responsables en los términos del art. 30 de la LCT de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo.”

“La norma del art. 30 LCT que supedita la solidaridad legal a que los trabajos sean propios de la actividad normal y específica del establecimiento, debe ser interpretada extensivamente, comprendiendo todas aquellas actividades que hacen posible el cumplimiento de la finalidad de la empresa, actividades que si bien son secundarias respecto de la actividad principal, se encuentran integradas al establecimiento y coadyuvan al objetivo final de la misma, como es el caso de autos, tareas de vigilancia en una entidad bancaria.”

“…Las tareas desempeñadas por el personal de vigilancia que efectúa el control de pasajes y seguridad fuera de los trenes, en los accesos a las estaciones, constituye una actividad sin la cual la empresa no podría funcionar eficazmente. Sobre esa base, Trenes de Buenos Aires S.A. es responsable solidariamente por las obligaciones emergentes del contrato de trabajo de los dependientes de las empresas que prestan tal servicio de vigilancia.”

Conforme se puede observar que las soluciones brindadas en esta actividad distan de ser uniformes, sin perjuicio de ello cabe entenderse que los servicios de vigilancia aunque complementarios son necesarios en bancos, compañías financieras, entre otros.
III.b.3. Gastronomía
“El funcionamiento de un lugar dedicado al servicio gastronómico en beneficio de los socios del Jockey Club hace a su actividad normal y específica en cuanto se refiere a su función social y al fomento de la actividad cultural…”

“La venta de bebidas gaseosas en el estadio deportivo no constituye una actividad normal, pues aún ponderando que este servicio hubiera sido desplegado varios años por la entidad deportiva, lo cierto y concreto es que si dicho club decidiera prescindir de ella, no afectaría sus objetivos sociales ni tampoco podría ser exigible esa prestación por parte de los socios. El servicio ofrecido por el accionante puede ser segregado, revelando su carácter meramente complementario en que no formaría parte de la actividad específica y real que se cumple en dicho predio”

“Lo servicios de coche-comedor en los trayectos otorgados en concesión _trenes de larga distancia_ no son separables del servicio prestado por la empresa de ferrocarril demandada…La idea de ‘transporte de personas’ no se limita al traslado físico, sino que implica determinadas condiciones de confort que no resultan escindibles, por integrar un todo previsto como tal por el usuario al celebrar el contrato de transporte. En consecuencia la empresa ferroviaria demandada es solidariamente responsable, en cuanto a las obligaciones laborales, con la empresa concesionaria para la que se desempeñaba el trabajador.”

“Aunque puede considerarse actividad ‘normal’ en una fábrica de motos y ciclomotores, proveer de refrigerio a su personal, lo cierto es que dicha actividad no es ‘específica propia’ de la misma, porque bien puede cumplir con su objeto sin prestar el servicio de comedor.”

“El servicio de restaurante no constituye uno de los fines sociales de la asociación cuya actividad consiste en el fomento de la solidaridad entre residentes entrerrianos en la Capital Federal, difusión de los valores históricos, culturales, morales y económicos de la provincia y estímulo de obras, etcétera, por lo que no corresponde admitir la condena dispuesta en contra de ésta con fundamento en el art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo.
”

“El servicio de comedor puede calificarse como necesario e inescindible para el adecuado cumplimiento de la finalidad de establecimiento productos alimenticios, quien por esta vía le brindaba a su personal comedor en planta, con los evidentes beneficios que ello trae aparejado, circunstancias que encuadran en los términos de lo previsto por el art. 30 LCT”

“La concedente no es una empresa del ramo gastronómico; por ello no explota un establecimiento de esa naturaleza, y no es responsable en los términos del art. 30 LCT por las deudas del contratante buffet explotado por quien lo es.”

“La prestación de servicio de comedor coadyuva a los fines de la entidad social donde actúa, por lo que el club resulta solidariamente responsable de las obligaciones laborales contraídas por el concesionario, ya que es de toda evidencia su necesidad para el normal cumplimiento de sus actividades, que son esencialmente sociales.”

“Sólo una empresa del ramo gastronómico podría ceder, contratar o subcontratar con terceros, en el marco del art. 30, LCT, un establecimiento propio o los trabajos y servicios propios de su naturaleza, que allí se realizan o prestan. La UBA es una persona jurídica pública cuyo objeto es la enseñanza universitaria y ‘explota’ establecimientos dedicados a ella y a la investigación, no bares u otros locales comerciales.”

“…La circunstancia de que la actividad realizada por la cesionaria, en este caso la gastronómica, resulte coadyuvante al fin societario (en el caso, de una asociación sindical) no es suficiente a fin de extender la responsabilidad en los términos del mencionado art. 30 de la ley de Contrato de Trabajo.”

“Si bien el objeto principal de la demandada es prestar un servicio de salud, no es menos cierto que coadyuva al cumplimiento de ese objeto, al punto de tornarse imprescindible, el servicio de catering del que gozaban sus pacientes, por lo que no puede escindirse de la actividad sanatorial.”

De la reseña realizada puede inferirse que los servicios gastronómicos cuando fueren complementarios, quedaran bajo el espectro del 30 de la LCT en cuanto se demuestre que este servicio resulta necesario para el desenvolvimiento diario de la actividad principal, así el caso de comedores de planta, clubes que brindan dicho servicio a socios, entre otros. 
IV. Conclusiones
1.- Dentro del contexto actual resulta inmanente dentro de la estructuras empresarias el contratar y subcontratar determinadas tareas, siendo, en consecuencia, común hoy la tercerización y la segmentación de las etapas productivas.
2.- En los hechos, la segmentación de la actividad de la empresa lleva a la mediatización entre el trabajo _esto es la persona que lo ejecuta_ y el beneficiario de su prestación, lo que en muchos casos se traduce en que a mayor distancia del núcleo empresario menor sea el grado de protección del trabajador.
3.- Esta externalización del trabajo puede obedecer a dos grandes grupos de razones que, según se vinculen  o no con las exigencias operativas de la empresa, pueden ser calificadas de necesarias o ficticias. Entre las primeras cabría incluir a las que responden a exigencias de la producción. Ficticia es, en cambio la estrategia empresaria que tiene como único propósito excluirse y excluir al trabajador del ámbito de aplicación de la normativa laboral
. A los efectos de una adecuada aplicación del art. 30 debe tenerse en cuenta esta nueva realidad. 

4.- La corte suprema de justicia de la nación en su composición anterior se inclino decididamente a favor de las necesidades del comercio y las inversiones por sobre los derechos de los trabajadores hasta llegar de poner bajo sospecha de inconstitucionalidad a la regla de la imposición de responsabilidad solidaria  al comitente o empresario principal.
5.- Atento la falta de certeza en la aplicación de la responsabilidad solidaria del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo debe estarse a 
a los principios rectores así el párr. 2º  del art. 9º de dicho cuerpo normativo establece: 
“Si la duda recayese en la interpretación o alcance de la ley, los jueces o encargados de aplicarla se decidirán en sentido más favorable al trabajador”. 
Etala expresa que “En efecto la norma es un ‘marco abierto a varias posibilidades’ o una ‘textura abierta’, es decir puede admitir diversas interpretaciones posibles, entre las cuales el intérprete –según el mandato de la ley- debe escoger el sentido más favorable al trabajador”
. En el caso la solución, ante la duda, pasa en darle más seguridad al trabajador dado que en muchas ocasiones, los contratistas ostentan poca infraestructura y asimismo riesgos habituales de insolvencia. Esta parece de acuerdo a los precedentes de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, ser la opinión mayoritaria en dicho fuero.-
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